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  1. ANTECEDENTES. En el 
R.O. No. 139 (S), de 1 de 
septiembre del 2022, se publicó 
la Ley de Carrera Sanitaria. Esta 
Ley tiene la finalidad de recono-
cer la carrera sanitaria pública 
como un régimen especial dentro 
del servicio público.

2. JORNADAS LABORALES. 
La Ley establece, del artículo 16 
al 19, tres tipos de jornadas labo-
rales: Jornada Ordinaria, con una 
duración de 8 horas diarias, de 
lunes a viernes; Jornada Especial, 
cuya duración no excederá de 
120 horas mensuales para quie-
nes ejecuten trabajos peligrosos o 
con alto riesgo de contaminación; 
y la Jornada especial en horarios 
de llamada, que establece un 
régimen laboral administrativo 
para que los establecimientos de 
salud de primer, segundo y tercer 
nivel organicen a los servidores 
de tal forma que estos no se 
encuentren en el establecimiento 
los fines de semana, horarios 
nocturnos y feriados pero que 
estén disponibles para atender 
emergencias.

3. INCENTIVOS.  En el Capítu-
lo VII de la Ley, que va del artícu-
lo 24 al 29, se establecen los 
incentivos, de carácter económi-
co, formativo, de investigación y 
honoríficos. Los tipos de incenti-
vos son: Económicos para la 
docencia e investigación, para 
formación, para la capacitación 
permanente del talento humano, 
para la investigación y honoríficos 
por servicios relevantes.

4. EVALUACIÓN Y RÉGI-
MEN DISCIPLINARIO.  En el 
Capítulo IX, del artículo 37 al 39, 
se establecen las evaluaciones de 
desempeño. Éstas tienen la finali-
dad de valorar el rendimiento 
individual del talento humano en 
salud. La ley dispone, además, 
que se expedirá un Reglamento 
que contenga los lineamientos 
para la evaluación. Adicionalmen-
te, en el Reglamento, se establece-
rán los recursos administrativos 
para impugnar las evaluaciones, 
cuya custodia la ejerce la Unidad 
Administrativa de Talento 
Humano. En la ley, también se 
encuentra el Capítulo X, sobre el 

Régimen Disciplinario, cuyo 
artículo 40 define: “El régimen 
disciplinario por responsabilidad 
profesional del talento humano 
en salud amparado por esta Ley, 
por la práctica ilegal, negligencia, 
impericia, imprudencia e inobser-
vancia en el ejercicio de la profe-
sión de salud, sin perjuicio de las 
acciones administrativas y de la 
justicia ordinaria, se aplicará lo 
dispuesto en la normativa legal 
vigente”.
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1. ANTECEDENTES Y DEROGATO-
RIA DE DECRETOS.  La CC emitió el 
Dictamen 4-22-EE/22, de 27 de junio de 
2022, sobre el derogado DE. 459, con el 
cual el Presidente, el 20 de junio de 2022, 
declaró el estado de excepción por grave 
conmoción interna en varias provincias, 
entre ellas, Chimborazo, Tungurahua y 
Cotopaxi. Con el DE. 459 se derogó el DE. 
455, y el DE.459 fue derogado con el DE. 
461, de 25 de junio de 2022. La CC hace un 
llamado de atención al Presidente por haber 
emitido y derogado múltiples decretos de 
estado de excepción, a pesar de haber 
persistido las causas de la excepción, 
poniendo en riesgo el límite temporal que 
impone la CRE a la declaratoria de estado 
de excepción y, además, por afectar los 
controles del artículo 166 de la CRE. En el 
Dictamen 3-22-EE/22 la CC verificó la 
derogatoria del DE. 455, que sólo tuvo 
vigencia cuatro días. En el Dictamen 
3-20-EE/20A la CC señaló que lo que el 
Presidente puede hacer es emitir decretos 
complementarios creando nuevas medidas 
para atender los hechos derivados de la 
persistencia de las causas de la emergencia y 
la expansión de sus efectos.   
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2. PARÁMETROS DE GRAVE CON-
MOCIÓN INTERNA. En el Dictamen No 
3-19-EE/19 (parr.21) la CC estableció los 
parámetros de tal conmoción: a) intensidad 
de los hechos ocurridos y la alteración grave 
al ejercicio de derechos constitucionales, 
estabilidad institucional, seguridad y 
convivencia normal de la ciudadanía, b) 
considerable alarma social. La CC consid-
era que se puede verificar los dos parámet-
ros en la declaratoria del estado de excep-
ción. Lo único que no afirma es que se 
encuentre en riesgo la estabilidad institu-
cional por los cierres viales, la suspensión de 
servicios públicos, los atentados a la propie-
dad pública y privada y los actos violentos 
hacía la integridad de las personas, hechos 
de real ocurrencia descritos en el DE. 459 y 
 

reportados por los medios de comunin.
comunicación. La CC precisa que esa causal 
“se configura única y exclusivamente en el 
contexto de la declaratoria de estado de 
excepción del Decreto Ejecutivo No. 459”. 
Posiblemente esta afirmación de la CC tiene 
como finalidad evitar que sea utilizada en la 
activación de otros dispositivos 
constitucionales.LLLLLLLLLLLLLLL 

3. INSUFICIENCIA DEL RÉGIMEN 
ORDINARIO. En los Dictámenes 
4-20-EE/20 (parr.31) y 3-22-EE/22 
(parr.33), la CC estableció que la potestad 
privativa del Presidente de la República para 
declarar un estado de excepción se encuen-
tra condicionada a la imposibilidad de 
superar determinados hechos, previsibles e 
imprevisibles, mediante mecanismos institu-
cionales ordinarios, entre ellos, el de la 
Policía Nacional, parte del “amplio 
aparataje con el que cuenta el Estado para 
brindar seguridad a sus ciudadanos en el 
marco de un régimen ordinario” (Dictamen 
3-22-EE/22 parr.34). La CC constata que no 
ha sido posible superar los hechos descritos 
en el DE. 459 mediante el régimen constitu-
cional ordinario. En todo caso, cuestiona las 
alegaciones presidenciales sobre el déficit 
del número de policías, por cuanto la 
capacidad de respuesta de la Policía 
Nacional no debe limitarse al número de 
efectivos, sino a su preparación integral, la 
noción sobre el uso de la fuerza y garantía 
de derechos constitucionales. Por lo demás, 
la CC le recuerda al Presidente que existe 
un cierto grado de discreción al evaluar el 
riesgo al orden público, a efectos de 
disponer el uso de la fuerza, pero esa discre-
cionalidad no es ilimitada ni carece de 
condiciones, particularmente cuando se 
trata de reuniones, protestas o manifesta-
ciones protegidas por la CRE.

4. SUSPENSIÓN Y LIMITACIÓN DEL 
DERECHO DE REUNIÓN Y PROPOR-
CIONALIDAD. La CC cuestiona que en el 
DE. 459 se empleen los términos “limitar y  

suspender” de manera indistinta, al referirse 
al derecho a la libertad de asociación y 
reunión, suspendido y limitado durante 24 
horas en los espacios públicos. La CC 
señala que el efecto de la suspensión es que 
se imposibilita el ejercicio de derechos, 
mientras que la limitación de derechos 
reduce su ejercicio, se establecen condi-
ciones para ello, pero no se impide el ejerci-
cio, como tal, de derechos (Dictamen 
2-21-EE/21 parr.70). Utilizando el principio 
de proporcionalidad, la CC acepta que se 
limite el derecho a la reunión cuando 
ocurran hechos violentos. Para la CC, el fin 
legitimo es proteger la seguridad e integri-
dad de las personas, la provisión de servicios 
públicos y el orden público. La medida es 
idónea por ser conducente al logro de tales 
fines y, también, es necesaria al no existir 
otros medios menos gravosos para el logro 
de esos fines. Por último, es proporcional, 
pues, el detrimento del derecho a la reunión 
es menor en relación con el alto grado de 
satisfacción de los fines legítimos que se 
consigue con su limitación. La CC le 
recuerda al Presidente, a la Policía y a las 
Fuerzas Armadas que el derecho a la 
reunión permite expresar ideas, posiciones 
y opiniones, y que la protesta y la oposición 
politica son una manifestación del ejercicio 
de este derecho, por lo que deben ser prote-
gidas. En cuanto a la restricción a la libertad 
de tránsito, en el espacio y en los horarios 
establecidos ene de. 459, la CC la acepta 
por perseguir un fin legítimo y ser idónea, 
necesaria y proporcional. MMMMMMMM
 
5. USO DE LA FUERZA. La CC reconoce 
que los agentes pueden hacer uso de la 
fuerza de manera excepcional y en 
cumplimiento de los principios de legalidad, 
absoluta necesidad, proporcionalidad, 
preparación y responsabilidad, principios 
recogidos por la CC y por organismos 
internacionales de derechos humanos 
(Dictamen 5-19-EE/19 parr.20:2; Corte 
IDH, Zambrano Vélez vs Ecuador parr.83 y 
88; CC 33-20-IN/21 parr.117).  
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DACIÓN EN PAGO Y ACCIÓN DE 
PROTECCIÓN TUTELAR
1. ANTECEDENTES. La CC, en la sentencia 
No. 1101-20-EP/22, de 20 de julio de 2022, 
acepta la AEP presentada por la CFN en contra 
de las sentencias de instancia con las que los 
jueces tramitaron la AP deducida por una 
compañía deudora para que se le acepte el 
pago de la deuda a la CFN mediante la figura 
de la dación en pago. La CC declaró que los 
jueces de primera y segunda instancia incurri-
eron en error inexcusable y notificaron tal 
decisión de declaración jurisdiccional previa al 
CJ para que inicie el procedimiento administra-
tivo.

2. DEUDA Y DACIÓN EN PAGO. En virtud 
del respectivo procedimiento coactivo la CFN 
dictó en contra de la deudora la orden de 
cobro. La deudora presentó una AP, con 
medida cautelar. El Juez de instancia concedió 
la medida cautelar y dispuso que la CFN acepte 
la dación en pago propuesta por la deudora y 
suscriba la escritura de dación de pago. La 
Corte Provincial confirmó la sentencia subida 
en grado. La dación en pago está regulada en el 
Reglamento respectivo de la CFN, como una 
figura extraordinaria y facultativa de la entidad. 
La institución jurídica de mutuo o préstamo 
está prevista en el artículo 2099 del Código 
Civil, como un contrato en que una parte 
entrega a otra cierta cantidad de cosas fungibles 
para que le sean restituidas otras tantas del 
mismo género y calidad, pudiendo estipularse 
intereses en dinero o cosas fungibles, según el 
artículo 2108 del mismo Código. El mutuo de 
la CFN se conoce como mutuo bancario, por lo 
que la CFN se obliga a desembolsar el dinero 
ofrecido y la deudora a pagar el importe 
prestado con los intereses pactados, habiendo 
nacido las obligaciones de la voluntad de las 
partes pactadas en el contrato (Art. 1453 
Código Civil). La obligación del deudor se 
extingue con el pago efectivo. Excepcional-
mente, por novación, transacción, remisión, 
compensación, entre otras, pudiendo la CFN 
cobrar a través de la coactiva, bajo las reglas del 
COA y del COGEP. En el artículo 1 del 
Reglamento de dación en pago de la CFN 
consta la necesidad del consentimiento del 

acreedor para la recepción de una cosa 
distinta de la estipulada, pues, no basta que el 
solvens quiera unilateralmente realizar una 
prestación diferente de la debida, como 
tampoco que el accipiens quiera una nueva 
simultánea o subsidiaria. Por la naturaleza 
contractual de la dación en pago, las normas 
sustantivas que la regulan están en el Código 
Civil y en el COA, y la normativa adjetiva está 
en el Reglamento de la CFN. 

3. NATURALEZA TUTELAR DE LA AP. 
La AP es tutelar por cuanto solo sirve para 
determinar la ocurrencia de la violación de 
derechos constitucionales. No los declara, 
dado que tales derechos son prexistentes. Ahí 
radica la diferencia con los procesos de 
conocimiento ordinarios, en los que se busca 
demostrar la existencia de un derecho 
subjetivo que faculte a una de las partes a 
exigir a la otra el cumplimiento de alguna 
obligación. Por ello es que las medidas de 
reparación solo sirven para la restitución del 
derecho, la compensación económica o 
patrimonial, la rehabilitación, la satisfacción, 
las garantías de que el hecho no se repita. De 
ninguna manera pueden solucionar un 
conflicto no constitucional, con la extinción de 
una obligación contractual (Sentencia No. 
259-15-SEP-CC, 12 DE agosto de 2015, 
pag.13). La CC señala que la AP debió rechaz-
arse por improcedente por tratarse de un 
conflicto de mera legalidad con vías y mecan-
ismos judiciales idóneos y eficaces (Sentencia 
1178-19-JP/21, parr.46; Sentencia 1165-19-
JP/21 parr.66; Sentencia 2152-11-EP/19 
parr.32; Sentencia 1285-13-EP/19 parr.28). 
La AP se superpuso a las instancias judiciales 
ordinarias, desnaturalizándose. Declarada la 
improcedencia, los jueces debían señalar la vía 
ordinaria que corresponda (Sentencia 1178-
19-JP/21 parr.96 y 54). Como la única preten-
sión de la demanda de AP era la extinción de 
una obligación proveniente de una relación 
contractual, mediante una dación en pago, no 
habiendo otros argumentos que sustenten 
presuntas violaciones de derechos constitu-
cionales, los jueces debían declarar impro

cedente la AP, por no ser la pretensión de 
índole constitucional y porque podía ser 
resuelta en la vía ordinaria, según los 
precedentes 1-16-PJO-CC, 1285-13-EP/19 y 
1178-19-JP/21 parr.103.b. Ni siquiera era 
necesario que realizaran previamente un 
análisis sobre la existencia o no de vulneración 
a derechos constitucionales. La AP incurrió en 
la causal 1 del artículo 42 de la LOGJCC.

4. MOTIVACIÓN DE ACTOS ADMINIS-
TRATIVOS. Las pautas jurisprudenciales de 
la Sentencia No. 1158-17-EP/21 son generales 
y, con las debidas adaptaciones, pueden 
aplicarse a los actos administrativos. La Resolu-
ción de la CFN objeto de la AEP cuenta con 
una fundamentación normativa y fáctica 
suficiente al haberse aplicado los artículos 76.7: 
l y 226 de la CRE, 58 del COA, 30 del 
Reglamento del Directorio de la CFN, 8,9,10 y 
11 del Reglamento de daciones en pago. 
También se explicó porque la aceptación de la 
dación en pago era improcedente.
 
5. SEGURIDAD JURÍDICA. Los parámetros 
de la seguridad jurídica establecidos por la CC 
en la Sentencias 989-11-EP/19 parr.20 y 1660-
13-EP/19 parr.22 no se violan en el Acto 
Administrativo de la CFN. La CFN negó la 
petición de la deudora con base en la discre-
cionalidad reglada y en los parámetros de 
motivación, por lo que la decisión del órgano 
competente no fue arbitraria.

6. ERROR INEXCUSABLE. El error inexcus-
able de los jueces se deriva de haber adoptado 
una medida de reparación para extinguir una 
obligación, con un juicio erróneo, grave y 
dañino del derecho, que trastoca el objeto de la 
AP y excede la finalidad de la reparación, 
desnaturalizando la AP. Examinaron una 
violación de derechos constitucionales para 
abrir la posibilidad de dictar una medida que 
extinga una obligación de carácter contractual. 
En definitiva, extinguieron una obligación 
contractual a través de una acción de protec-
ción, incurriendo en un error de apreciación 
normativa  
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INDEPENDENCIA JUDICIAL

INDEPENDENCIA JUDICIAL Y EVALUACIÓN DE JUECES (I)
ANTECEDENTES.  La CC emitió la Sentencia No. 37-19-IN/21, con 
fecha 21 de diciembre del 2021, en la que analizó la constitucionalidad 
de las Resoluciones del Consejo de la Judicatura en la Evaluación 
Integral de Jueces y Conjueces de la Corte Nacional de Justicia del 
Ecuador en 2019. En la Acción de Inconstitucionalidad, propuesta por 
la Asociación Ecuatoriana de Magistrados y Jueces, se impugnan las 
siguientes resoluciones: No. 010-2019, de 19 de febrero del 2019, que 
contiene el Reglamento para la evaluación integral de Jueces y Conjue-
ces de la CNJ; la No. 035-2019, de 26 de marzo del 2019, que contiene 
el Instructivo para la conformación y funcionamiento del Comité de 
Expertos y del Comité Evaluador; la No. 059-2019, de 26 de abril del 
2019, a través de la cual se nombran los miembros del Comité de 
Expertos; la No. 094-2019, de 18 de junio del 2019, a través de la cual 
se aprueba el informe final correspondiente a la metodología de evalua-
ción; la No. 103-2019, de 2 de julio del 2019, en la que se reforman las 
resoluciones No. 010-2019 y 035-2019; y la No. 116-2019, de 12 de 
julio del 2019, en la que se nombra a los miembros del Comité de 
Evaluadores. En el proceso de evaluación se removieron a más del 70% 
de jueces y conjueces evaluados.

2. CONTROL FORMAL. El accionante aduce la inconstitucionalidad 
por la forma de las Resoluciones No. 010-2019, 035-2019 y 094-2019, 
por contravenir los arts. 11:8, 84, 103 inciso cuarto, 104 inciso final, 
106 inciso segundo, 120:5, 132:6, 134, 137, 238, 13, 147:12 y 14, 181, 
184:4, 438:2 y del 441 al 444 de la CRE. En este punto, la CC afirma 
que “el Consejo de la Judicatura se encuentra autorizado constitucional 
y legalmente para emitir normativa que se encuadre dentro de la 
administración y organización del régimen interno de la Función 
Judicial, a través de la expedición de Instructivos, Manuales, Resolucio-
nes, Reglamentos necesarios para el funcionamiento orgánico institu-
cional”. Por esto, la CC expresa que una de las competencias del CJ es 
la potestad normativa reglamentaria y, por ello, “no advierte la configu-
ración de la alegada inconstitucionalidad formal de las Resoluciones”.

3. INDEPENDENCIA JUDICIAL. Para realizar el control material 
de las Resoluciones, la CC establece varios parámetros sobre la 
independencia judicial. La CC, citando a la Corte IDH, advierte que la 
independencia judicial se deriva de las siguientes garantías: “un adecua-
do proceso de nombramiento, la inamovilidad en el cargo y la garantía 
contra presiones externas”. No obstante, la CC manifiesta que “la 
garantía de inamovilidad no es absoluta, sino que los jueces pueden ser 
removidos por ciertas causas graves, justificadas y atendiendo a un 
debido proceso”. Adicionalmente, la CC definió a la independencia 
judicial como “el derecho subjetivo del juez a que su separación del 
cargo obedezca exclusivamente a las causales permitidas, ya sea por 
medio de un proceso que cumpla con las garantías judiciales y esté 
previsto en la Ley, o porque se ha cumplido el término o período de su 
mandato”. Y precisó que los mecanismos de evaluación “deben ser 
vistos como herramientas empleadas para mejorar el sistema de 
administración de justicia, mas no como instrumentos para sancionar, 
siempre que sean procedimientos justos que aseguren la objetividad e 
imparcialidad de acuerdo con la Constitución y la ley”.

4. DELEGACIÓN DE COMPETENCIAS. El accionante afirma que 
las Resoluciones No. 10-2019 y 035-2019 delega inconstitucionalmen-
te, la competencia privativa de evaluar del Consejo de la Judicatura al 
Comité Evaluador y al Comité de Expertos. No obstante, la CC observa 
“que del contenido de las Resoluciones en mención no se evidencia 
que dicho organismo haya delegado o resignado la competencia de 
evaluación prevista en el artículo 181 de la CRE, al Comité de Exper-
tos”. Esto, porque la metodología de la evaluación fue “consolidada 
entre los aportes de las Direcciones y Unidades del Consejo de la 
Judicatura y el contingente del Comité de Expertos, siendo finalmente 
aprobada por el Pleno del Consejo de la Judicatura”. Además, aclara 
que “el ejercicio de asesoría de los Comités de Expertos en los procesos 
relacionados a la CNJ se encuentra determinada en el artículo 2 del 
COFJ”. Por esto, la CC concluye que el CJ “ha conservado para sí la 
competencia final de evaluar a las y los jueces de la CNJ”, lo que guarda 
concordancia con la CRE.

5. LEGITIMIDAD DE LOS JUECES Y ANÁLISIS DE SENTEN-
CIAS. El accionante argumentó que las Resoluciones No. 10-2019 y 
94-2019 que contienen, como criterio de evaluación, al análisis de la 
calidad de sentencias vulneró el derecho a la independencia judicial. La 
CC afirma, en un primer momento, que, en un Estado constitucional, 
la “noción de legitimidad se encuentra conectada a la función judicial; 
debido a que la misma implica la capacidad atribuida y garantizada a un 
tercero -el juez- para que, en el ámbito del ordenamiento jurídico, 
adopte decisiones a través de la interpretación y en relación con los 
principios del ordenamiento constitucional, con el fin de resolver un 
conflicto o litis”.  Además, establece que “el administrador de justicia, 
para ser tal, debe garantizar que sus fallos se basen en argumentos en 
los que se demuestre que la opción asumida está fundada sobre el 
Derecho, el cual está enmarcado en la Constitución y la ley”. Y la CC 
también aclara que “la administración de justicia debe ser entendida 
como un servicio público”. En el caso concreto, la CC verifica que no 
se ha vulnerado la independencia judicial en las Resoluciones No. 
10-2019 y 94-2019 “ya que el parámetro empleado se vincula a autos o 
sentencias ejecutoriadas y ejecutadas, es decir, no se corrigió de modo 
alguno la decisión judicial emanada por los evaluados y no se vieron 
afectados los derechos de las partes. Adicionalmente, los indicadores 
empleados para tal evaluación se enmarcaban en análisis de carácter 
técnicos jurídicos”. La CC advierte que “las decisiones empleadas por 
el Consejo de la Judicatura no podían generar ningún tipo de influencia 
o intromisión en el proceso judicial, debido a que las decisiones 
analizadas se encontraban ejecutoriadas y ejecutadas para el momento 
de la evaluación, por tanto, se respetó el derecho a la independencia 
judicial de los evaluados, así como el derecho a la seguridad jurídica de 
las partes procesales que recibieron decisiones por parte de los jueces y 
conjueces que estaban siendo evaluados”. La CC concluye que no se 
emitió ningún tipo de fallo o decisión que modificó las resoluciones de 
los jueces y conjueces evaluados, por lo que la CC no encuentra que las 
resoluciones impugnadas sean incompatibles con el derecho a la 
independencia judicial.
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1. INAMOVILIDAD DE JUECES. El accionante alega que la remoción 
a los jueces que no alcanzaron el puntaje transgredió la garantía de inamo-
vilidad del cargo. Para ello, la CC aclara que “los jueces y conjueces de la 
Corte Nacional de Justicia no forman parte de la carrera judicial, sin 
embargo, en atención al artículo 229 de la Constitución son servidores 
públicos; y, por tanto, cuentan con derechos irrenunciables”. La CC 
expresa que “la Resolución No. 10-2019 empleó elementos que garantiza-
ron el derecho a la defensa de los evaluados”. La CC define que los jueces 
de la CNJ “son hombres y mujeres con vasta experiencia y conocimiento 
en derecho; justamente, por esto ni siquiera deben aprobar los cursos de 
formación general y especial, y pasar pruebas teóricas, prácticas y psicoló-
gicas contempladas en la Constitución de la República para ser parte de la 
función judicial”. Si bien la CC reconoce que los jueces y conjueces de la 
CNJ pueden ser evaluados y removidos, también aclara que la CRE ha 
fijado, para la permanencia de los jueces, un periodo fijo de 9 años, sin 
reelección, y cuya renovación se la realizará por tercios cada tres años, por 
lo que la evaluación no podía realizarse en cualquier momento. Por ello, 
la CC concluye que “la Resolución No. 10-2019 por la que se reglamentó 
el proceso de evaluación a los jueces y conjueces de la Corte Nacional de 
Justicia no contempló el mandato constitucional que determinaba el 
momento en el que se llevaría a cabo la evaluación; por lo que, la Resolu-
ción No. 10-2019 es incompatible con relación al derecho a la seguridad 
jurídica, situación que genera que la misma sea inconstitucional de manera 
integral”.

2. SANCIONES ADMINISTRATIVAS Y LEGALIDAD. El accionante 
argumenta que el inciso segundo del artículo 6 de la Resolución No. 
10-2019 vulneró el principio de legalidad y reserva de ley al tipificar 
infracciones a través de una norma reglamentaria. Para ello, la CC indica 
que el principio de legalidad “cuida que un acto solo puede castigarse si, al 
momento de cometerse, fuere objeto de una ley en vigor, suficientemente 
precisa, escrita y unida a una sanción suficientemente cierta”. La CC, 
además cita la Sentencia No. 3-19-CN, en la que expresa que, dentro de la 
tipicidad en el Derecho Administrativo, “la infracción debe constar en una 
ley previa y la apertura del tipo no debe ser tal que deje a la arbitrariedad 
de quien aplica la norma la determinación de la conducta sancionable, 
pues ello además generaría una incertidumbre violatoria de la seguridad 
jurídica y, por supuesto, de la independencia judicial”. Por esto, la CC 
también afirma que “la determinación de sanciones sea administrativas o 
penales deben estar determinadas legalmente, puesto que implican 
menoscabo, privación o alteración de los derechos de las personas como 
consecuencia de una conducta ilícita”. En el caso concreto, el inciso 
segundo de la Resolución impugnada determina: “Quienes no superen los 
criterios de legitimidad y transparencia, presuntamente incurrirían en 
alguna infracción gravísima y serán sometidos a los procedimientos 
disciplinarios correspondientes”. La CC observa que el texto de la Resolu-
ción contraviene el principio de legalidad, “ya que la implementación del 
mecanismo de evaluación no puede derivar en un régimen sancionatorio, 
toda vez que la tipicidad de la infracción y de su sanción debe encontrarse 
determinado expresamente en la ley (…) el mecanismo de evaluación no 
podría ser entendido como una derivación a un procedimiento sanciona-
torio; y menos aún encontrarse indeterminado”. Por lo tanto, la CC 
concluye que “la derivación por vía reglamentaria del proceso sancionato-
rio infringe el principio de legalidad de las infracciones y sus sanciones” y, 
por esto, la Resolución deviene en inconstitucional.

3. REPARACIÓN ECONÓMICA. Con fundamento en el artículo 137 de 
la LOGJCC, la CC dispone “que la jurisdicción contencioso-administrativa 
ejerza el mecanismo de reparación correspondiente, respecto a los jueces y 
conjueces de la Corte Nacional de Justicia, que pudieren creerse afectados 
en sus derechos, sin que esto signifique que puedan ser reintegrados a sus 
cargos, debido a que existen situaciones jurídicas consolidadas. En tal 
sentido, se dispone que la jurisdicción contencioso- administrativa, determi-
ne la reparación respecto de los jueces y conjueces que consideren fueron 
vulnerados sus derechos en atención a la Resolución No. 10- 2019 declara-
da inconstitucional”. Además, la CC dija, como parámetros para la determi-
nación de la reparación: “la remuneración percibida al momento de la 
remoción y el tiempo que le faltaba a cada reclamante para cumplir tres 
años en funciones, desde su designación, tiempo del cual se tenía certeza 
respecto a la estabilidad en el cargo. Así mismo, debido a que la reparación 
no puede implicar enriquecimiento ni empobrecimiento para las posibles 
víctimas, sino que la misma debe guardar relación con la vulneración, las 
acciones judiciales deberán considerar las situaciones específicas de cada 
presunto afectado, por lo que, si durante el tiempo posterior a la remoción, 
se identifica que los reclamantes tuvieron otros ingresos provenientes del 
sector público, los mismos deberán ser reducidos del monto de la repara-
ción”. 

4. DECISIÓN. En tal virtud, la CC desestima la inconstitucionalidad por la 
forma de las Resoluciones No. 010-2019, 035-2019 y 094-2019. Declara la 
inconstitucionalidad por el fondo de la Resolución No. 10-2019 y el tercer 
inciso del artículo 10 de la Resolución 35-2019, por ser contraria al 
principio de legalidad. También, la CC aclara que “dada la situación 
jurídica consolidada de los efectos de la evaluación regulada por las Resolu-
ciones materia de esta acción, y la consecución de un concurso para llenar 
estas vacantes de la Corte Nacional, por parte del Consejo de la Judicatura, 
esta sentencia tiene efectos a futuro y no incide en ninguna forma en dichos 
actos”. Por último, se establece que el art. 89.1 del COFJ es la norma a 
aplicarse para la evaluación de Jueces y Conjueces de la CNJ y dispone la 
reparación económica. La decisión fue adoptada por 8 de los 9 jueces de la 
CC, dado que el Juez Hernán Salgado Pesantes fue recusado.

5. VOTOS CONCURRENTES. El Juez Agustín Grijalva emitió su voto 
concurrente, en el que manifiesta: “Lo que no es constitucionalmente 
admisible es que, sobre la base de desacuerdos interpretativos en las senten-
cias, por parte de quienes no ejercen jurisdicción, se proceda a remociones 
de jueces y juezas nacionales que gozan de la garantía de inamovilidad”. El 
Juez Enrique Herrería también emitió un voto concurrente en el que 
manifiesta que no es procedente que en un pronunciamiento, dentro de 
una acción de inconstitucionalidad, como lo es la Sentencia No. 
37-19-IN/21, se declare la vulneración de derechos específicos que puedan 
producirse en casos concretos. Lo correcto, dice Herrería, es que la CC se 
hubiera limitado a “señalar que podrían existir posibles vulneraciones de 
derechos que puedan derivarse por la incompatibilidad de una norma del 
ordenamiento jurídico con la Constitución”. Asimismo, los jueces Alí 
Lozada Prado y Daniela Salazar Marín se pronuncian en un voto concu-
rrente, en el que hacen un recuento de remociones inconstitucionales de 
jueces desde el año 2000 y expresan que la evaluación de las sentencias sí 
afecta la independencia judicial, en la medida en que provocan un “chilling 
effect” en los jueces evaluados y defienden, además, la posición de que las 
Resoluciones sí eran inconstitucionales por la forma.



6
INFORMATIVO No. 61 SEPTIEMBRE 2022

 

SEGURIDAD JURÍDICA 

APLICACIÓN RETROACTIVA DE DICTÁMENES 
Y DECISIONES DE LA CC
1. ANTECEDENTES. el Pleno de la Corte Constitucional, el 
12 de enero de 2022, emitió la sentencia No. 2403-19-EP/22, 
en la que se analiza la presunta violación del derecho a la 
seguridad jurídica por la supuesta aplicación retroactiva de un 
dictamen de interpretación constitucional y el derecho a 
recurr ir . l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l 

2. EFECTOS RETROACTIVOS DE LOS DICTÁMENES 
DE INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL. Se cita el 
artículo 429 de la CRE, el cual dispone que “la Corte Constitu-
cional es el máximo órgano de control, interpretación constitu-
cional y de administración de justicia en esta materia”. La CC 
añade que la competencia de interpretación constitucional, no 
sólo tiene por objeto la interpretación de las normas que han 
tenido origen con el poder constituyente originario (Asamblea 
Constituyente de Montecristi), sino que también incluye aquel-
las normas de rango constitucional que han visto la luz como 
consecuencia de las diferentes manifestaciones del poder 
constituyente derivado, como aquellas originadas en procesos 
de modificación constitucional que gozan de legitimación 
democrática. Así, al estar los dictámenes interpretativos 
enfocados a explicitar el real sentido de la CRE, constituyen el 
propio contenido de la norma constitucional, en la medida en 
que establecen lo que dicha norma manda, prohíbe o permite; 
esto posibilita que entre los dictámenes interpretativos y la 
norma constitucional se forma una unidad de significado 
normativo; y, por lo tanto, de manera general, los dictámenes 
interpretativos se entenderán incorporados y vigentes desde el 
momento en que la norma del poder constituyente entró en 
vigor, sea producto del poder constituyente originario o de 
manifestaciones del poder constituyente derivado (parr.28 y 
2 9 ) . l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l l

3. APLICACIÓN EN EL TIEMPO DE LAS DECISIONES 
CONSTITUCIONALES Y LA RETROACTIVIDAD. La 
CC cita los artículos 429 y 436.1, que determina que las ratios 
decidendi de las decisiones constitucionales y los precedentes 
jurisprudenciales vinculantes de la Corte Constitucional, 
deberán ser obedecidos desde su expedición (efecto ex nunc), 
salvo que la Corte Constitucional en ejercicio de sus competen-
cias les otorgue a dichas decisiones otro tipo de efectos, como 
en el caso de las declaratorias de inconstitucionalidad a las 
cuales puede dárseles efectos retroactivos (ex tunc) o diferidos. 
Las decisiones constitucionales podrán ser empleadas como 
fuente de justificación jurídica para las sentencias y autos en los 
procesos judiciales, inclusive si la decisión en referencia ha 

sido dictada de manera posterior al inicio del proceso, siempre 
que el proceso no haya concluido de forma definitiva. Esto, 
debido a que, el principal deber de los jueces es el de “adminis-
trar justicia con sujeción a la Constitución, a los instrumentos 
internacionales de derechos humanos y a la ley”. Con esto, a 
diferencia de lo que sucede con los procesos donde se cono-
cen cuestiones de infra constitucionalidad, donde por regla 
general no puede aplicarse una ley posterior a la traba de la 
litis, salvo ciertas excepciones; en aquellos procesos donde se 
discute la violación de principios o derechos constitucionales, 
teniendo en consideración que en estos casos la labor de las y 
los jueces no es propiamente la de aplicar mandatos legales, 
sino la de proteger y reconocer el real alcance de los derechos 
constitucionales; la posibilidad de tutelar y la capacidad de 
comprender dicho alcance, no puede verse limitada por un 
factor temporal cuando todavía no ha existido una resolución 
definitiva sobre la garantía jurisdiccional. En esta línea, la CC, 
reitera la sentencia No. 1121-12-EP/20, en la cual se afirma 
que, “la vigencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad 
no está sujeta a la fecha de inicio de un proceso judicial 
concreto, sino al momento en que la autoridad administrativa 
o judicial debe interpretar y aplicar la norma jurídica en 
cuestión; incluso si la Corte no ha señalado expresamente que 
la sentencia tenga efectos retroactivos” (parr.32). 

4. DERECHO AL DEBIDO PROCESO EN LA 
GARANTÍA DE RECURRIR. La CRE dentro de las 
garantías del debido proceso, en su artículo 76, numeral 7, 
literal m, reconoce el derecho a recurrir el fallo o resolución en 
todos los procedimientos en los que se decida sobre sus 
derechos. La CC ha señalado que este derecho, garantiza a las 
partes procesales el acceso a un control de las decisiones 
judiciales por parte de tribunales de justicia superiores. En el 
ámbito jurisdiccional, este derecho posee una naturaleza 
estrictamente procesal y se orienta a corregir posibles equivo-
caciones del juez que causan gravamen o perjuicio. En otras 
palabras, existen procesos en los cuales no es posible recurrir, 
sin que ello conlleve a una vulneración de este derecho. En 
esta línea, el recurso de apelación en las acciones de protec-
ción constituye un recurso informal y directo. Informal, por 
cuanto puede interponerse de forma oral en audiencia o por 
escrito hasta tres días hábiles después de haber sido notificada 
la sentencia, y directo, por cuanto su carácter ordinario no 
prevé una fase de admisión previa para su sustanciación, ya 
que con este medio de impugnación se apertura de forma 
directa una instancia. mmmmmmmmmmmmmmmmmmm 
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PROCESAL CONSTITUCIONAL

USO INADECUADO DE GARANTÍAS 
JURISDICCIONALES
1. ANTECEDENTES.  El Pleno de 
la Corte Constitucional, el 08 de 
junio de 2022, emitió la sentencia 
No. 2922-17-EP/22, en la que se 
analiza la presunta vulneración del 
derecho a la seguridad jurídica y 
desestima la acción extraordinaria 
de protección presentada frente a la 
sentencia que rechazó el recurso de 
apelación dentro de una acción de 
protección, por no encontrar 
vulneración a derechos 
constitucionales.MMMMMMM

2. HECHOS DEL CASO. La accio-
nante alega que se vulneró su dere-
cho al debido proceso en la garantía 
de ser juzgado por un juez compe-
tente y el derecho a la seguridad 
jurídica, prescritos en los artículos 
76 numeral 3) y 82 de la Con-
stitución de la República. Para 
fundamentar el cargo relacionado 
con el derecho al debido proceso en 
la garantía de juez competente, 
enfatiza en la falta de competencia 
del BanEcuador para iniciar el 
proceso de sumario administrativo. 
Respecto del derecho a la seguridad 
jurídica, sostiene que, desde el 19 de 
mayo de 2017, las entidades del 
sector público perdieron la compe-
tencia de los sumarios administra-
tivos y esa reforma no puede modifi-
carse por un Acuerdo 
Ministerial.Así también, menciona 
que se ha vulnerado la supremacía 
normativa, para lo cual transcribe   

el contenido del artículo 11 de la 
CRE y precisa que “viola también el 
principio a la seguridad jurídica y el 
hecho de aplicar un Acuerdo Minis-
terial por sobre una Ley Orgánica es 
violar el Art. 425, inciso segundo, de 
la CRE.LLLLLLLLLLLLLLLLLL

3. DERECHO A LA SEGURI-
DAD JURÍDICA. La Corte Con-
stitucional cita el artículo 82 de la 
CRE, el cual dispone que el derecho 
a la seguridad jurídica se funda-
menta en el respeto a la Con-
stitución y en la existencia de 
normas jurídicas previas, claras, 
públicas y aplicadas por las autori-
dades competentes. Al respecto, la 
CC manifiesta que, del texto 
constitucional se desprende que el 
individuo debe contar con un orde-
namiento jurídico previsible, claro, 
determinado, estable y coherente 
que le permita tener una noción 
razonable de las reglas del juego que 
le serán aplicadas.LLLLLLLLLLL 

4.USO INADECUADO FRENTE 
A VÍA ORDINARIA Y EFICAZ. 
En el presente caso, la accionante 
refiere que, desde el 19 de mayo de 
2017las entidades del sector público 
perdieron la competencia de los 
sumarios administrativos y esa 
reforma no puede modificarse 
porun Acuerdo Ministerial, lo cual, 
no habría sido considerado por los 
jueces de la Sala Provincial. Sin  

embargo, la CC verificó que los 
jueces de la Sala Provincial corrobo-
raron que el Acuerdo Ministerial 
No. 4421 fue emitido por una 
autoridad de la Función Ejecutiva, 
esto es el Ministro del Trabajo, 
amparado en normas constitucion-
ales, y otorgando al Gerente de 
Talento Humano de Banecuador, la 
posibilidad para tramitar las 
acciones administrativas correspon-
dientes, y dejar sin efecto una reso-
lución emanada por una autoridad 
pública. Evidentemente es un tema 
meramente administrativo y es la vía 
ordinaria ante la cual debió plant-
earse esta pretensión, por lo que se 
advierte que no se ha vulnerado 
ningún derecho constitucional de la 
parte accionante. En consecuencia, 
la CC no evidenció una vulneración 
del derecho a la seguridad jurídica, 
sino únicamente insatisfacción y 
desacuerdo con la decisión, lo cual 
no constituye per se una vulneración 
de derechos y no puede ser revisado 
por esta Corte pues aquello desnatu-
ralizaría el carácter excepcional de la 
acción extraordinaria de protección 
(párr. 29). Finalmente, la CC recu-
erda a los y las abogadas que al 
momento de litigar en garantías 
jurisdiccionales corresponde agotar 
los recursos de conformidad con la 
normativa aplicable, siendo impro-
cedente, por no estar contemplado 
en la LOGJCC, la presentación del 
recurso de casación.mmmmmmm
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1. ANTECEDENTES. El Pleno de la Corte Constitucional, el 22 de junio 
de 2022, emitió la sentencia No. 964-17-EP/22, en la que se acepta 
parcialmente la acción extraordinaria de protección presentada por el 
SENAE dentro del proceso No. 09359-2016-02365, tras verificar que los 
autos impugnados vulneraron el derecho a la seguridad jurídica. El Juez 
de la Unidad Judicial incurrió en error inexcusable y los jueces de la 
Corte Provincial en error inexcusable y en manifiesta negligencia.

2. DESNATURALIZACIÓN POR RECURSO PROCESAL INEX-
ISTENTE. Los autos impugnados fueron emitidos dentro de un proceso 
de medidas cautelares constitucionales en el que, por medio de resolu-
ción de 2 de septiembre de 2016, la Unidad Judicial revocó las medidas 
otorgadas y, frente a ello, la entidad accionante interpuso recurso de 
apelación. La CC se refiere al artículo 35 de la LOGJCC, el cual regula la 
posibilidad de apelar el auto que niega la solicitud de revocatoria, pero no 
contempla este recurso respecto de la decisión jurisdiccional que ordena 
la revocatoria de dichas medidas La CC identificó que los autos impugna-
dos dictados en fase de apelación, previo a que la Sala de la Corte Provin-
cial resolviera sobre este recurso, se emitieron en el marco de un recurso 
no previsto en la ley. Así, la concesión de la apelación por parte de la 
Unidad Judicial dio paso a la prosecución del proceso bajo un recurso 
procesal inexistente en la legislación vigente, fuera de un marco previsible 
y cierto para las partes. Además, como consecuencia de los autos impug-
nados, se suspendió el proceso coactivo, dejando subsistentes las medidas 
cautelares constitucionales conferidas por la Unidad Judicial, a pesar de 
haber sido previamente revocadas, esto en el marco de una acción que no 
constituye un procedimiento de fondo y en contravención a la naturaleza 
simple, ágil y de única instancia que caracteriza a un procedimiento de 
medidas cautelares constitucionales. La suspensión del proceso coactivo 
desnaturaliza el proceso de medidas cautelares, resta certeza y confianza 
a los administrados frente a las normas que lo regulan y, en esencia, 
constituye una vulneración del derecho a la seguridad jurídica de la 
entidad accionante. La CC Corte también verifica que hasta la actualidad 
el proceso coactivo, que fue suspendido de forma irregular se mantiene 
en dicho estado y los jueces provinciales no se han pronunciado. Por 
tanto, las acciones y omisiones posteriores a la emisión de los actos 
impugnados resultan incompatibles con la naturaleza temporal, ágil y 
revocable de las medidas cautelares, dejándolas subsistentes, aunque 
previamente fueron revocadas por la Unidad Judicial, por ello, la Sala de 
la Corte Provincial incurrió en una conducta que ha desnaturalizado las 
medidas cautelares constitucionales de forma manifiesta y evidente. 

3. DECLARACIÓN JURISDICCIONAL PREVIA DEBIDAMENTE 
MOTIVADA. En sentencia No. 3-19-CN/20, la CC resolvió que el 
numeral 7, del artículo 109 del COFJ, es constitucional condicionado a 
que, previo al eventual inicio de un sumario administrativo en el Consejo 
de la Judicatura se realice siempre una declaración jurisdiccional debida-
mente motivada de la existencia de dolo, manifiesta negligencia o error 
inexcusable.Como consecuencia, se emitió la Ley Reformatoria del 
COFJ. El artículo 20.1, regula como infracción gravísima, objeto de 
destitución, que la jueza, juez, fiscal o defensor público intervenga en una 
causa “con dolo, manifiesta negligencia o error inexcusable declarados en 
el ámbito jurisdiccional”.La CC indicó en la sentencia 3-19-CN/20 que, 
para la declaración jurisdiccional, el juzgador deberá tomar en cuenta  

las características propias del error inexcusable, del dolo o de la manifi-
esta negligencia, así como las diferencias de estos con otros tipos de 
infracciones disciplinarias, y necesariamente, debe dictarse una declar-
ación jurisdiccional previa debidamente motivada por parte del juez o 
tribunal que conoce la impugnación respectiva. MMMMMMMMMMM 

4. MANIFIESTA NEGLIGENCIA. La CC, determina que, en materia 
disciplinaria, la negligencia es una forma de culpa que se caracteriza 
“porque el agente infringe su deber, pero sin el conocimiento del mismo, 
siendo justamente esta falta de cuidado en informarse de manera 
adecuada y actuar conforme a dicho deber lo que lo hace imputable”. La 
manifiesta negligencia implica un desconocimiento o incumplimiento de 
un deber relacionado al trámite o la ritualidad del proceso judicial, es 
decir, un marcado descuido, una falta de atención y cuidado. En la 
sentencia 3-19-CN/20, se agrega que esta infracción se relaciona directa-
mente con las obligaciones de los servidores judiciales reguladas en los 
artículos 75 a 82 de la CRE y 130 del COFJ. Al respecto, señala que, tanto 
en la declaración jurisdiccional como en el sumario administrativo se 
deberá además recurrir al examen de los principales deberes, prohibi-
ciones y facultades de los jueces y juezas, fiscales y defensores públicos, 
referidos. MMMM 

5. ERROR INEXCUSABLE. Según dispone la Ley Reformatoria del 
COFJ, consiste, en un error judicial grave y dañino, sobre el cual el juez, 
fiscal o defensor tiene responsabilidad. Es grave porque es un error obvio 
e irracional y, por tanto, indiscutible, hallándose fuera de las posibili-
dades lógicas y razonables de interpretación de las normas o de 
apreciación de los hechos. Es dañino porque perjudica significativamente 
a la administración de justicia, a los justiciables o a terceros. En la senten-
cia 3-19-CN/20, la CC determina que es la equivocación generalmente 
imputable a un juez o tribunal en el ejercicio de sus funciones jurisdic-
cionales y consistente, en sentido amplio, en una inaceptable interpre-
tación o aplicación de normas jurídicas, o alteración de los hechos 
referidos a la litis. El error inexcusable tiene como elemento definitorio 
una grave equivocación relacionada a la aplicación de normas jurídicas, es 
decir, se vincula a aspectos sustantivos o de fondo de la causa. Así, existirá 
error inexcusable cuando de la conducta judicial se desprenda una 
equivocación que se expresa en un juicio erróneo, en la aplicación de 
normas o en el análisis de los hechos, por fuera de las posibilidades 
interpretativas o fácticas razonables y aceptables. En tal motivo, la CC 
determina que el juez de la Unidad Judicial incurrió en un error inexcus-
able, grave y dañino en la aplicación de la normativa pertinente al caso 
concreto al haber concedido un recurso de apelación inexistente, 
inobservando lo dispuesto en el artículo 35 de la LOGJCC, al haber 
concedido un recurso de apelación no contemplado en la legislación, y 
que, luego de haber revocado las medidas cautelares constitucionales, dio 
paso a la tramitación de un proceso inexistente. Asimismo, la CC declara 
que los jueces provinciales incurrieron en error inexcusable, debido a 
que, al avocar conocimiento, convocar a audiencia y proseguir con la 
tramitación de la causa en el marco de una fase procesal inexistente, 
incurrieron en un error sustantivo de aplicación normativa que devino en 
la continuación de un proceso no previsto en el ordenamiento jurídico y 
dio paso a que se materialicen posteriores vulneraciones de derechos. 
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1. ANTECEDENTES. La CC emitió la 
Sentencia No. 68-17-EP/22, con fecha 6 de 
abril del 2022, en la que analizó la presunta 
vulneración a la tutela judicial efectiva y al 
debido proceso en la garantía de la motivación 
en una AEP propuesta en contra de una 
sentencia de casación que declaró la caducidad 
de un recurso contencioso administrativo. En 
el caso concreto, Petrocomercial EP interpuso 
un recurso de plena jurisdicción en contra del 
Director Nacional de Hidrocarburos, demand-
ando la nulidad de la Resolución emitida el 28 
de septiembre del 2005, que contenía una 
multa. Mediante auto del 16 de junio del 2015, 
el TDCA declaró que había operado la caduci-
dad del derecho de la entidad actora, inadmi-
tiendo la demanda y ésta interpuso un recurso 
de casación. La CNJ confirmó la caducidad de 
la acción. Frente a esta decisión, Petrocomer-
cial interpuso la AEP ante la Corte Constitu-
cional.

2. TUTELA JUDICIAL EFECTIVA Y 
DEBIDO PROCESO. La CC afirma que la 
tutela judicial efectiva tiene tres tratamientos: i) 
“como un derecho autónomo”, ii) “como un 
derecho que se puede analizar en conjunto con 
otros derechos” y iii) “como un derecho que 
puede ser reconducido a otros derechos 
vinculados”. Sobre este último punto, también 
expresa: “cuando la tutela judicial efectiva es 
invocada o argumentada junto con una garantía 
del debido proceso, el juez o jueza podrá 
reconducir el análisis a la garantía del debido 
proceso que corresponda”. El caso concreto se 
enmarca en el último punto, por lo que la CC 
reconduce el análisis a la vulneración del 
debido proceso en la garantía de la motivación.

3. MOTIVACIÓN. La CC reitera en los 
parámetros instituidos en la Sentencia No. 
1158-17-EP/21, en la que menciona que debe 
existir un criterio rector que está integrado por 
dos elementos: “(i) una fundamentación 
normativa suficiente, y (ii) una fundamentación 
fáctica suficiente. La fundamentación norma-
tiva debe contener la enunciación y 
justificación suficiente de las normas y 
principios jurídicos en que se funda la decisión, 
así como la justificación suficiente de su 
aplicación a los hechos del caso; y, por su 
parte, la fundamentación fáctica debe contener 
una justificación suficiente de los hechos dados  

por probados en el caso”. Asimismo, la CC 
identifica, nuevamente, los tres tipos de deficien-
cias motivacionales: 1) la inexistencia; 2) la 
insuficiencia; y 3) la apariencia. Adicionalmente, 
recuerda los vicios motivacionales: incoherencia, 
inatinencia, incongruencia e incomprensibilidad. 
En el caso concreto, la entidad accionante alega 
que la Sala no se pronunció sobre la totalidad de 
los cargos planteados, por lo que se enmarcaría 
en una incongruencia frente a las partes. Esto, 
porque la Sala no analizó los argumentos de la 
entidad accionante y solo examinó la caducidad, 
declarándola directamente.  La CC reconoce que 
“si bien este hecho evidenciaría, en principio, 
que la sentencia impugnada no atendió todos los 
puntos o cargos del recurso de casación, 
incurriendo en aparente incongruencia, conviene 
analizar las razones en las cuales se sustentó la 
fundamentación y la posterior decisión”.

4. CADUCIDAD. La Sala, en la fundament-
ación de su sentencia, citó el artículo 1 y los 
literales a), b) y c) de la Resolución No. 13-2015 
de la CNJ, en la que establece que “la caducidad 
es una figura propia del Derecho Público que 
opera ipso jure, por el transcurso del tiempo para 
ejercer una acción o una potestad, es declarable 
de oficio y se refiere a la extinción del derecho 
para iniciar un proceso (…) los jueces de los 
tribunales distritales de lo contencioso adminis-
trativo, mediante auto definitivo inadmitirán a 
trámite la demanda, cuando verifiquen que se 
produjo la caducidad del ejercicio del derecho 
para presentar la demanda en la vía contencioso 
administrativa (…) Operada la caducidad a 
petición de parte o de oficio, mediante auto o 
sentencia, al juzgador de instancia o casación le 
está vedado entrar a considerar otros aspectos 
procesales para pronunciar sentencia de fondo o 
mérito”. La CC considera que “la referida regla 
jurisprudencial justifica la debida congruencia 
motivacional (…) dado que una vez verificado el 
hecho de haber operado la caducidad 
(circunstancia fáctica), en estos casos no resultaría 
exigible a la autoridad jurisdiccional que se 
pronuncie sobre los demás puntos o aspectos 
constitutivos del recurso de casación”. No 
obstante, la CC también aclara “que la regla 
jurisprudencial en este tipo de decisiones 
casacionales no implica de manera alguna que la 
autoridad jurisdiccional se encuentre exenta de 
motivar su pronunciamiento sobre la caducidad 
de la acción.

Al contrario, este debe estar suficientemente 
fundamentado en sus aspectos fácticos y norma-
tivo. Por tanto, bajo este marco de considera-
ciones se procede a verificar si la decisión impug-
nada cumplió con una motivación suficiente”.

5. DECISIÓN. La CC, entonces, concluye que 
“la Sala cumplió con la obligación de motivar de 
manera suficiente su decisión y, por lo demás, 
invocó al mismo tiempo la razón jurídica por la 
cual se encontraba impedida de pronunciarse 
sobre los otros cargos (aspectos procesales) del 
recurso de casación de la hoy accionante, toda 
vez que detectó la caducidad”. Además, aclara 
que la incongruencia frente a las partes tiene 
relación con los argumentos relevantes para la 
resolución del problema jurídico y los ignorados 
o no resueltos en el caso concreto, no habrían 
tenido incidencia en la decisión de declaración 
de caducidad. Por eso, la CC desestima la AEP, 
al verificar que no existió vulneración del 
derecho a la motivación.
 


